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Resumen 
El trabajo analiza fundamentalmente los mecanismos y organizaciones de partici

pación comunal y vecinal, para establecer en base a la comparación de sus caracterfsti
cas algunas semejanzas y diferencias en los instrumentos legislativos y en los resultados 
obtenidos en su aplicación que permiten comprender las tendencias de los procesos 
participativos iniciados en Colombia y Venezuela. El trabajo concluye que ambas refor
mas polrticas con una orientación neoliberal o privatizadora reducen a la participación 
comunal y vecinal en una participación-gestión que no conduce a la democratización en 
los sistemas poUticos de estos parses. 
Palabras claves: Venezuela. Colombia, Participación Comunitaria. Privatización, 

Democracia. 

The communal participation in 
Colombia and Venezuela 
¿Privatizacion or Participative Democracy? 

Asbtract 
The work fundamentally analyzes the mechanisms and organizations of communal 

and neighborhood participation, lo establish based on the comparison of their charac
teristics some similarities and differences on the legislative instruments and on the results 
obtained in its aplication which help understand the tendencies of the participative 
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processes initiated in Colombia and Venezuela The work concludes that both political 

reforms with a neoliberal or a privatization orientation reduce the communal and neigh

borhood participation in a action - participation that is non-conducive to democratization 

in the political system of these countries. 

Key words: Venezuela, Colombia, Community Participation, Privatization, Democracy. 


Introducción 

En Colombia y Venezuela, debido 
al proceso de complejizaciÓn creciente de 
sus sociedades y a los procesos que se 
están dando condicionados por la crisis 
mundial; regional y nacional; las Institu
ciones y mecanismos de participación y 
representación política dejaron de ade
cuarse a esta nueva situación sociopolfti
ca por escasos, inoperantes y excluyen
tes. 

En consecuencia, se impuso la ne
cesidad de abrir nuevos espacios polftl
cos cuya expresión Se encontraba limita
da por los sistemas institucionales vigen
tes y las prácticas que de ellos se deriva
ban: clientelisismo, cooptación o mediati
zación partidista, concentración de poder. 

Las exigencias planteadas por la 
actual dinámica poUtica en crisis, impo
nfan consecuentemente la necesidad de 
diversificar los canales y mecanismos de 
participación, y de mejorar la calidad de 
la representación a fin de Incrementar la 
acción y expresión autónoma de los inte
reses de los distintos actores que integran 
los sistemas políticos. 

Consiguientemente, una mayor di
versificación de los centros de gravedad 
de la democracia y de sus instituciones y 
organizaciones constitutivas debería ten~ 
der a la distribución más equitativa de los 
recursos pollticos, sociales y económi

cos, lo que permitirla la redemocratiza
ción o la posibilidad de una democracia 
más participativa donde la mayorla de los 
ciudadanos puedan Intervenir en el pro
ceso de toma de decisión sobre los asun
tds que conciernan a su vida. La particl· 
paclón entonces Implicarla; no sólo la am
pliación cuantitativa de mecanismos, ins
tancias y actores, sino fundamentalmente 
la recomposición cualitativa que además 
de lo político; abarque lo social y lo eco
nómico, lo que supone una nueva rearti
culación Estado-Sociedad Civil. 

En la praxis, la participación ciuda· 
dana y comunitaria deberlan traducirse 
en una participación polltica o decisional 
en la selección de los gobernantes y di
recta o indirectamente en la formulación 
de las políticas públicas. Esta participa
ción, conjuga la representación con la 
participación directa o la intervención 
efectiva de los ciudadanos en la toma de 
decisiones. 

No obstante, este proceso demo
cratizador, puede ser desviado hacia 
otras orientaciones, la tendencia neollbe
ral propicia una democracia que promue
ve la reducción o limitación de la actividad 
del Estado en la vida económica, social y 
cultural de la sociedad civil, esto implica 
el traslado de algunas funciones que el 
Estado habla venido ejerciendo hacia la 
esfera social o la privatización de las po
líticas públicas. Esta tendencia propone 
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una participación ciudadana y comunita
ria que se limita a la gestión sin incidencia 
decisional (es fundamentalmente una 
participación representativa), y el reaco
modo de actores, mecanismos e institu
ciones para mantener la cooptación ome
diatización de las organizaciones ciuda
danas y la concentración de poder. 

A mediados de la década de los 80, 
Colombia y Venezuela inician procesos 
de reforma poUtica enmarcados en la ne
cesidad de buscar una nueva interrela
ción Estado-Sociedad Civil, para exten
der el poder que hasta ahora habfa sido 
ocupado casi exclusivamente por la so
ciedad poUtica, al campo de la sociedad 
civil en sus diversas articulaciones, orga
nizaciones, gremios y asociaciones. Esto 
implicaba por un lado, los procesos de 
descentralización polftico-adminlstrativa 
del Estado y por otro, la promoción y 
estimulo de la participación ciudadana a 
través de la creación de una serie de 
instancias y mecanismos politicos y so
ciales y de organizaciones comunitarias 
o comunales; entre otras asociaciones. 

En este trabajo se analizarán fun
damentalmente los mecanismos y orga
nizaciones de participación comunal de 
Colombia y Venezuela (Juntas de Acción 
Comunal de Colombia y Asociaciones de 
Vecinos de Venezuela), las cuales están 
vinculadas a las necesidades inmediatas 
de las comunidades, principalmente ur
banas, para establecer en base a la com
paración de sus caracterfsticas, algunas 
semejanzas y diferencias en los Instru
mentos legislativos y en los resultados 
obtenidos en su aplicación; las tenden
cias de los procesos participativos inicia
dos en ambos pa(ses. 

Los Instrumentos 

Para poner en marcha las reformas 
pollticas e impulsar la participación ciuda
dana y comunitaria fue necesario promul
gar una serie de leyes y reglamentos que 
incentivaran y regularan estos procesos. 

En Colombia, la Constitución Polili
ca de 1991 (vigente actualmente) asume 
como elemento definitorio del Estado la 
participación ciudadana y comunitaria 
(art. 1), a partir de la incorporación de la 
participación como principio constitucio
nal, es obligación del Estado, defenderla 
y promoverla en todas las actividades de 
la vida pÓblica (art. 2).Asi mismo, la par
ticipación del pueblo en las decisiones se 
convierte en definición de la soberania, al 
establecer que el pueblo la ejercerá en 
forma directa o por medio de sus repre
sentantes (art. 3). A partir de al\(, la Cons
titución Colombiana reconoce móltiples 
derechos de participación económica, po
trtica y social, cultural y territorial y esta
blece similares mecanismos instancias y 
obligaciones encaminadas a la promo
ción de la participación ciudadana y co
munitaria en las polfticas póblicas y de 
interés comón. Participación ésta, que es 
definida como un derecho y un deber del 
ciudadano. 

La Carta Colombiana de 1991, 
sienta las bases para el tránsito de la 
democracia representativa hacia la de
mocracia participativa. De esta manera 
se pretende generar un nuevo modelo de 
organización de la sociedad, en la cual la 
participación como principio organizativo 
por excelencia, se constituye en el meca
nismo de articulación de las relaciones 
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sociales, del Estado con los ciudadanos 
y de estos entre sr. 

Para lograr esto se establecen tres 
maneras de modificar las relaciones Es
tado-Sociedad Civil a través de la partici
pación: de gestión directa de la adminis
tración pública (socialización del Estado); 
cogestión de los servicios públicos, equi
parando las responsabilidades jurrdicas 
del Estado con las de la sociedad en 
materia de polrticas públicas; y de privati
zar la cosa pública o delegar sobre los 
ciudadanos la propiedad o responsabili
qad de lo público (desmantelamiento del 
Estado). 

Esto supone que la democracia 
participativa y las modificaciones que In
troduce en las relaciones entre el Estado 
y la sociedad deberán abarcar lo poJrtico 
y lo social e implicarán distinguir múltiples 
actores: individuales (ciudadanos), colec
tivos (comunidad) y asociativos (gremio) 
(Ochoa y Restrepo, 1993). 

No obstante, el ordenamiento jurr
dico de la participación contenido en el 
texto constitucional, desarrolla principal
mente la participación polrtica o decisio
nal, es decir, los mecanismos necesarios 
para ejercer el poderpolrtico y profundizar 
la relación de laciudadanra con el Estado. 
Estos mecanismos son: el voto, plebi
scito, referendo, consulta popular, cabildo 
abierto, iniciativa legislativa y revocatoria 
del mandato1

• 

En forma más débil, la Constitu
ción, se refiere a la participación social o 
de gestión, esto es a los mecanismos 
requeridos por la organización comunita

ria para actuar en función de la solución 
de problemas colectivos y en la promo
ción del bien común (en el orden polftico 
y social), como también, para canalizar 
los intereses particulares y poder aar re
lacionarse con otros grupos y con el Es
tado mismo (Ochoa y Restrepo, 1993). 
Sin embargo, en base a esta Carta Cons
titucional, se han promulgado la Ley de 
Participación y la Ley Modernización y 
Funcionamiento de los Municipios, que 
junto con un conjunto de Decretos norma
tizan el funcionamiento de laorganización 
comunitaria. En Venezuela la Constitu
ción del 1961 (vigente actualmente), sólo 
consagra la democracia representatIVa 
(Art. 311). La participación ciudadana ha 
sido concebida en nuestra legislación 
desde una perspectiva electoral, es decir 
en términos de la selección de nuestros 
gobernantes (derecho de elegir) y de la 
postulación a los cargos (derecho a ser 
elegido), dejando en un plano marginal la 
expresión de la participación a través de 
la influencia que la comunidad pueda 
ejercer en la toma de decisión y en la 
elaboración de las polrticas públicas. La 
participación decisión se establece en el 
texto constitucional en forma indirecta a 
desarrollarse con la mediación de los par
tidos polrticos. 

Salvo las disposiciones contenidas 
en los Artrculos 246 y 165 ejusdem, rela
tivos a la consulta popular directa y obli
gatoria en sus efectos, en el caso de 
reforma a la Constitución, de la iniciativa 
popular de las leyes y de la posibRidad de 
establecer organismos de carácter con-

Ver en la Constltucloo Colombiana (1991) los Articulos40, 104, 105, 106, 155, 170, 259, 375 
y 378. 
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sultivo con la participación de los particu
lares; los mecanismos anteriormente se
ilalados son los fundamentales en el texto 
constitucional para la incidencia de los 
ciudadanos en la conducción polftica de 
la vida nacional (Alvarez y Morales, 
1993:131). Sin embargo, no se observan 
en la Constitución de 1961 razones de 
tipo legal que impidan a través de la pro
mulgación de algunas leyes consagrar 
otros medios de participación. 

De allf que, con la reforma polftica 
que se adelanta en Venezuela a partir de 
1989, se promulga la Ley Orgánica de 
Régimen Municipal la cual establece una 
serie de mecanismos de participación po
Iftlca como la iniciativa legislativa local, el 
recurso de referéndum, la solicitud de 
reconslderación de ordenanzas y la revo
catoria del Mandato del Alcalde. Además 
pueden mencionarse los Cabildos Abier
tos, la pérdida de Investidura de alcaldes 
y concejales en el control patrimonial de 
los bienes municipales y la iniciativa po
pular sobre creación de entidades loca
les2• La Legislación Municipal también 
establece el Reglamento para la partici
pación-gestión por medio de las Asocia
ciones de Vecinos como expresión orga
nizada de las comunidades y la posibili
dad de constituir otras formas organlzati
vas comunitarias, se establecen meca
nismos de participación a través de los 
cuales, la comunidad puede incidir en la 
gestión de los servicios públicos locales. 
A tal efecto se han creado una serie de 
instancias en esta legislación para viabi
Ilzar estos mecanismos. No obstante, es

tos mecanismos siguen siendo insuficien
tes y limitados. Asf mismo, a nivel de los 
Estados regionales y a nivel nacional ha
cen falta urgentes mecanismos de parti
cipación. 

A diferencia de la legislación vene
zolana, la colombiana con un excesivo 
énfasis tecnocrático presenta un marco 
jurfdico-constitucional más amplio y defi
nido, estableciendo multiplicidad de dere
chos, instancias y mecanismos que posi
bilitan el ejercicio de la participación ciu
dadana. Apesar de este mayor desarrollo 
legislativo los mecanismos igualmente 
presentan limitaciones en su conceptua
lización y en consecuencia en su aplica
ción. Es importante señalar, que en am
bas reformas la participación ciudadana 
es considerada un elemento esencial de 
la búsqueda de la nueva relación Estado
Sociedad Civil. Además en ambas legis
laciones (con una definición más precisa 
en la legislación colombiana), se diferen
cian los mecanismos de participación po
Iftica de los mecanismos de participación 
social. 

Interesa en el análisis que se reali
za; ahondar sobre la participación social 
o participaclón-gestión, puesto que sin 
dejar de reconocer la importancia y como 
plementariedad de los mecanismos polí
ticos, la participación-gestión está estre
chamente vinculada a las necesidades 
más inmediatas de la comunidad que dfa 
a dfa deben enfrentar diversos problemas 
(viviendas, servicios públicos, seguridad 
personal) y que ditrcilmente podrán resol
ver a través de mecanismos tan compll

2 	 Ver la Ley Orgánica de Régimen Municipal de Venezuela (1989) Artrculos 69, 174, 175, 176 
Y 179. 
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cados en su operativización como los me
canismos de participación potrtica3, que 
además sólo pueden utilizarse para de
terminadas situaciones y no para la so
brevivencia cotidiana. 

Legislación Comunal y Vecinal 

La acción comunal y vecinal apare
ce incorporada en los dos sistemas polr
ticos a partir de 1958, esto es, forman 
parte de las reformas institucionales y 
poUticas que el Frente Nacional en Co
lombia y el Pacto de Punto Fijo en Vene
zuela establecen en aras de modernizar 
sus respectivas estructuras instituciona
les. Los objetivos formales señalabárrta 
importancia de promover la organización 
y participación de las comunidades loca
les para facilitar el mejoramiento de sus 
condiciones de vida y su acceso al desa
rrollo. 

Los programas para la organiza
ción y participación de las comunidades 
en estos dos parses, incluso con apoyo 
internacional4 fueron programas concre
tos dirigidos institucionalmente desde ese 
momento. 

Además desde el comienzo la or
ganización comunal y vecinal, tiene en 
Colombia y Venezuela un carácter ambi
guo; al mismo tiempo que son formas de 
organización que se aspira sean autóno
mas, dependen de las regulaciones, apo
yo y manejo de las instituciones estatales. 

Tal condición ambigua les acompaña en 
su posterior evolución. 

La actividad de estas organizacio
nes se ha desarrollado en el ámbito de lo 
local, en el entomo másproximo de las 
comunidades. De alU, que su papel yac
tividad se relaciona principalmente con 
los Concejos Municipales quienes deben 
responder a las demandas de las comu
nidades, al mismo tiempo que de regular 
y supervisar las organizaciones vecina
les. 

El desarrollo de la organización co
munal y vecinal y su inserción definitiva 
en los sistemas socio-poUticos de ambos 
parses se produjo dentro de un proceso 
que tuvo varias etapas que pueden obser
varse al definir los cambios legislativos de 
las Juntas de Acción Comunal en Colom
bia y las Asociaciones de Vecinos en 
Venezuela, en los organismos encarga
dos de su regulación y en el propio desa
rrollo de las organizaciones vecinales. 

Esta evolución se ha dado a través 
de un proceso que comprende por una 
lado las exigencias y demandas de las 
comunidades que se organizaban y por 
otro lado, la búsqueda de los Estados y 
sistemas poUticos por institucionalizar y 
adecuar mecanismos para mantener bajo 
control tales organizaciones a través de 
las regulaciones homogéneas (leyes y 
reglamentos) en todo el territorio nacio
nal, asegurando de esta manera su poder 
poUtico. No obstante, la aparición y conti

3 	 Ochos y Restrepo (1993) hacen un análisis de las Instituciones y los mecanismos de 
participación ciudadana, señalando las limitaciones que presentan los mecanismos de 
participación polltica: Referéndum e Iniciativa Legislativa. 

4 	 En diversos parses de América Latina en la década de los cincuenta y sesenta, se implemen
taron programas de desarrollo de les comunidades promocionados por organismos Interna
cionales: Cepal y Alianza para el progreso. 
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nuo crecimiento de las organizaciones 
vecinales, ha introducido en los sistemas 
polrticos la posibilidad de ampliación de la 
participación democrática Pero, esto de
penderá, tanto, de la organización comu
nal y vecinal que a través de su formación 
y educación puedan lograr su autonomra 
e incidir en la esfera poUtica, como, de 
que efectivamente se produzcan cambios 
en los sistemas polrticos que permitan la 
participación ciudadana. 

En Colombia, se distinguen tres 
etapas, signadas por una confusa y com
pleja legislación (Leal y Dávila, 1994; 219
230). Entre 1958-1968 la organización 
comunal cumplió una primera etapa de 
carácter embrionario. A pesar de que se 
crearon las primeras Juntas, éstas no te
nran todavra un carácter definitivo como 
organismos de tipo vecinal barrial o vere
dal. Su adscripción inicial fue al Ministerio 
de Educación (1959), siendo trasladada 
esta responsabilidad posteriormente al 
Ministerio de Gobierno (1960). A medida 
que aumentaba el número de las Juntas 
se hizo indispensable precisar las normas 
que las rigieran; por primera vez, se le 
asignó el papel de promotoras yejecuto
ras de obras, lo cual sirvió de base para 
definir la naturaleza de tales organizacio
nes. 

La segunda etapa entre 1968
1976, en la cual se consolidan los orga
nismos comunales y se logra la inserción 
definitiva dentro del sistema polrtico co
lombiano. Se promulga el Decreto 3159 a 
través del cual se intenta manejar o cen
tralizar y ordenar administrativamente 
este programa bajo la dependencia del 
Ministerio de Gobierno. El Decreto 2070 
reglamentario del antes citado, desarrolló 

la primera legislación concreta con res
pecto a las Juntas. Precisó su carácter 
vecinal, barrial ode corregimiento y seña
ló los requisitos para que aquéllas adqui
rieran aquellas personarla jurídica Esta 
reglamentación era rígida en los aspectos 
señalados, pero dejaba campo abierto a 
las actividades que prioritariamente las 
Juntas de Acción Comunal y Vecinal de
bían desempeñar como ejecutoras de 
obras. Se convirtieron en organizaciones 
receptoras de recursos yauxilios interme
diados por jefes pollticos y regionales 
quienes les utilizaron como mecanismos 
para la tramitación de las prácticas clien
telistas. 

En tercera etapa, comprendida en
tre 1976-1994, se produce la extensión y 
crecimiento del movimiento comunal den
tro de los parámetros antes señalados. 
Cabe observar que durante este perrodo; 
el número de Juntas se incremento a 
32.000 en todo el pars. Este crecimiento 
condujo a la creación de los Departamen
tos Administrativos de Acción Comunal 
como fórmula descentralizadora de los 
entes encargados del control de la acción 
comunal. El Decreto 1930 (1979), derogó 
el anterior y se convirtió en el eje norma
tivo de la acción comunal, su principal 
aporte fue definir el carácter de las Juntas 
de acción comunal como corporaciones 
cívicas, ejecutoras de pollticas públicas. 
El Decreto 2851 (1984), señaló limites de 
funcionamiento de Asociaciones Munici
pales de Juntas de Acción Comunal. No 
obstante esta legislación no implicaba 
cambios sustanciales en cuanto a la na
turaleza y funcionamiento de la acción 
municipal. 

El Decreto 300 (1987) nuevamente 
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ordena todo lo referente ala acción comu
na/ e incorpora nociones como gestión 
local. integración y organización comuni
taria. Coincide con los procesos de des
centralización y reforma municipal que 
impulsa el gobiemo de Virgilio Barco. en 
el marco de la cual se consideró. además 
que las Juntas podian ejecutar activida
des de economia social y autogestión. 

Los acontecimientos posteriores 
evidencian un panorama contradictorio. 
Si bien es cierto que la organización co
munitaria se esforzaba por lograr autono
mra y trataba de apoyarse en espaCios 
poUticos abiertos con la reforma munici
pal y la descentralización. una mayoria de 
Juntas seguran bajo el control institucio
nal y cooptadas. mediatizadas por las 
redes clíentelares partidistas (Leal y Dá
vila. 1994: 219-230). 

Es importante señalar que la Cons
titución Colombiana de 1991 en el Trtulo 
XI relativo a la participación democrática 
de las organizaciones no gubemamenta
les. incluye además de las organizacio
nes de servicios profesionales sin ánimo 
de lucro dedicadas a desarrollar activida
des de interés público (fundaciones. aso
ciaciones y corporaciones). a las organi
zaciones sociales y comunitarias (Art. 
8711). 

Con esta ley se pretende desmon
tar la monopolización del Estado sobre 
las poUticas públicas, particularmente en 
lo atinente a la prestación de servicios 
sociales y domiciliarios. Esta responsabi
lidad debe ser compartida con la sociedad 
civil. o sea con el sector privado y las 
organizaciones sociales y comunitarias. 

Para lograr esto, la ley se propone 
desarrollar dos aspectos: primero. regla

mentar los mecanismos a través de los 
cuales la sociedad podrá ejecutar poUti
cas públicas; segundo. la ley pretende 
garantizar a todos lo actores de la socie
dad civil. particularmente a los sectores 
sociales más necesitados y a las agen
cias profesionales que con ellos trabajan 
la competencia en el mercado de servi
cios y de ejecución de politicas pllblicas. 
Esto Implica adoptar una forma empresa
rial con capacidad de contratación con el 
Estado, que no tienen, especrficamente 
las organizaciones sociales y comunita
rias (Ochoa y Restrepo, 1993). 

Se observa en el. vigente texto 
constitucional Colombiano y en las Leyes 
que de éste se derivan en relación con la 
organización comunitaria, que se afianza 
el carácter de las Juntas como empresas 
corporativas que habran venido confor
mándose a través de las etapas señala
das anteriormente. 

A pesar de que esta legislación de
clara formalmente que pretende estable
cer una democracia participativa, en reali
dad. evidencia una marcada tendencia 
neoliberal que se concreta al otorgalie a 
las organizaciones comunales, el papel 
de empresas corporativas. fundamental
mente ejecutoras de obras, es decir, se 
trasladan o privatizan algunas funciones 
en relación con prestación de servicios 
públicos. No se les otorga participación 
decisional sobre los asuntos comunitarios 
y en consecuencia se interfiere en su 
autonomra. Se observa a lo largo del pro
ceso de institucionalización de las organi
zaciones comunales, que las élites poUti
cas mantienen la mediatización ocoopta
ción de estas organizaciones, a través de 
la orientación que se ha dado a esta le
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gislación con miras a conservar su poder 
poUtico (concentración de poder). 

En Venezuela, con sus particulares 
condiciones socio-poUticas y con una le
gislación menos profusa, igualmente se 
observan tres etapas en la institucionali
zación comunitaria y. vecinal (Leal, 1991: 
168-185). 

La primera etapa 1958-1978 de for
mación o conformación vecinal, coincide 
con el inicio de los gobiernos democráti
cos. Se establecieron programas para el 
Desarrollo de la Comunidad con miras a 
organizar a los ciudadanos e incorporar
los en la búsqueda de solución de sus 
problemas. Esto dio origen a las Juntas 
de Desarrollo de la Comunidad o Juntas 
Pro-Mejoras. En el caso de los barrios, 
estas Juntas se organizaron básicamen
te, para la consecución y mejoras de los 
barrios. En las urbanizaciones se crearon 
las Asociaciones de Propietarios y Resi
dentes, a fin de que tanto los Concejos 
Municipales como las Compañfas Urba
nizadoras cumplieran con los servicios 
urbanfsticos. Igual que en sistema polftico 
colombiano, en esta etapa no exisUa una 
legislación que normalizara a estas orga
nizaciones y el papel que asumieron fue
ron de carácter reivlndlcatlvo de los inte
reses sociales y como promotores y eJe
cutoras de obras. 

En la segunda etapa 1978-1988 se 
consolida la organización vecinal a través 
del reconocimiento institucional de las 
Asociaciones de Vecinos, mediante la 
promulgación de la Ley Orgánica de Ré
gimen Municipal (1978) la cual contempla 
un apartado sobre la Participación de la 
Comunidad en los asuntos locales y el 
Reglamento Parcial No. 1 (1979), en don

de se define la regulación de las Asocia
ciones de Vecinos como expresión orga
nizada de las comunidades y sus relacio
nes con los diferentes entes del Estado, 
tanto nacionales, regionales como muni
cipales. Esta ley venfa a desarrollar la 
declaratoria de autonomfa de los munici
pios ya prevista en la Constitución de 
1961, y algunas regulaciones innovado
ras en relación a la participación ciudada
na; no obstante, la ley no fue desarrollada 
o instrumentada en la praxis. El Regla
mento vecinal que si fue puesto en vigen
cia, establecfa la forma de obtener la per
sonerla Jurldica, objetivos; estructura or
ganizativa y funcionamiento de las Aso
ciaciones de Vecinos. También otorgó ex
cesivos controles a los entes municipales 
en la determinación de la existencia de las 
Asociaciones de Vecinos. 

A diferencia de la legislación co
lombiana, las Asociaciones de Vecinos 
se mantienen como organizaciones de 
carácter reivindicativo de los intereses co
munitarios y de colaboración con el Esta
do en la prestación de los servicios públi
cos. Se observa similitud con Colombia 
en la interferencia que se hace al proceso 
de institucionalización de estas organiza
ciones, por los entes municipales y el 
sistema polrtico partidizado, dejando en 
un segundo plano los procesos de forma
ción o educación de las comunidades en 
la participación ciudadana. 

La tercera etapa 1989-1995 de im
pulSO en la formación de las Asociaciones 
de Vecinos en todo el territorio nacional 
coincide con el inicio del proceso de des
centralización. Se promulga la Reforma 
Parcial de la Ley Orgánica de Régimen 
Municipal (1989) que se propone trasla
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dar al nivel municipal el ejercicio demo
crático, a través de una serie de transfor
maciones en relación a la estructura or
ganizativa y funcionamiento de los Muni
cipios. Adicionalmente a los mecanismo 
de participación politica que establecfa la 
legislación anterior, esta reforma de ley 
sancionó otros mecanismos de naturale
za diferente entre los cuales se encontró 
el referéndum municipal. También crea 
instancias (Juntas Parroquiales) para 
descentralizar la administración munici
pal y promover la participación ciudada
na. Asf mismo, se promulga un nuevo 
Reglamento Vecinal (1990), se mantiene 
el carácter relvindicativo y de contrapres
tación con el Estado en la ejecución de 
las políticas públicas de las Asociaciones 
de Vecinos. Se introducen algunos cam
bios en el proceso de legalización y en la 
forma de la estructura organizativa. Se 
trata de fortalecer la autonomra de esas 
organizaciones al eliminar los controles 
previos que ejercran los Concejos Muni
cipales para su legalización (determIna
ción de su ámbito territorial). Actualmente 
se estima que existen en todo el pars 
aproximadamente entre 10.000 a 15.000 
Asociaciones de Vecinos. 

En esta etapa, el proceso de insti
tucionalización de las Asociaciones de 
vecinos sigue presentando los mismos 
obstáculos que en la etapa anterior a 
pesar de haberse producido cambios en 
el escenario político venezolano. Se ob
serva principalmente la interferencia par

tidista (cooptación y mediatización de las 
asociaciones). 

Igual que el proceso colombiano de 
institucionalización de las organizaciones 
comunitarias; en el proceso veneZOlano, 
también se evidencia en las leyes y regla
mentos vecinales una tendencia neolibe
ral que interfiere en el logro de una demo
cracia más participativa. En efecto: a las 
Asociaciones de Vecinos se les asigna 
como principal función la ejecución de las 
pollticas públicas que se deciden en otros 
niveles (principalmente en el municipal) 
diferentes a los de los propias organiza
ciones vecinales; por ende, no se traslada 
poder de la sociedad polrtica a la socie
dad civil. Se observa que por medio de 
esta legislación se obstaculiza la autono
mra vecinal con lo que se afianzan los 
mecanismos polfticos existentes. 

Logros y Obstáculos 

La consolidación y crecimiento de 
la acción comunal y vecinal en Colombia 
y Venezuela ha sido continua a lo largo 
de las tres décadas de su existenciaS. 

En Colombia a medida que se de
sarrollaba la organización vecinal y se 
vefa su adecuación al sistema polftico, la 
intermediación de los partidos en la rela
ción entre Estado y comunidad se convir
tió en eje de funcionamiento de estas 
organizaciones. A ello ayudó la confusa 
organización institucional. La racionali

5 	 En esta parte se presentan algunos de los resultados (en forma comparada) de los trabaJos 
realizados por Francisco LeáI Bultrago y Andrés Dávtla (1994) en Colombia y Nlla Leal 
González (1991, 1996) en Venezuela en relación a la Operatividad de la Democracia 
Partlclpatlva. 
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dad polftico-clientelista explica el funcio
namiento de una Oficina de Acci6n Co
munal encargada del control de las Jun
tas sin recursos y sujetas a tres regfme
nes administrativos diferentes y simultá
neos (nacional, departamental y munici
pal). El control institucional, si bien se 
justificaba en términos técnicos, obede
cra a una fuerza superior determinada por 
los intereses polfticos. La labor técnica de 
promoci6n y supervisi6n ha sido posible 
gracias a lo que estas organizaciones 
representan para reproducir el capital 
electoral. 

En Venezuela, la organizaci6n ve
cinal también ha estado sujeta a la media
tizaci6n de los partidos en su interrelaci6n 
con el Estado. Para la supervisi6n y pro
moci6n de las Asociaciones de Vecinos, 
los Concejos Municipales han creado de
pendencias administrativas o unidades 
de desarrollo y promoci6n comunitaria, 
oficinas que dependen especfflcamente 
de la Alcaldra, quien proporciona el ase
soramiento para la constituci6n y funcio
namiento de estas asociaciones e igual
mente asegurar el apoyo electoral. 

Si bien la organizaci6n de la comu
nidad genera una dinámica propia en sus 
actividades, la cual depende de caracte
rfsticas y condiciones particulares, la for
ma como han venido siendo cooptadas y 
mediatizadas, limita las posibilidades de 
desarrollar manifestaciones aut6nomas. 

Las comunidades organizadas en
contraron que la f6rmula prácticamente 
exclusiva para acceder a la soluciones 
parciales de sus necesidades materiales 
era a través de las organizaciones parti
distas y con la aceptaci6n de las reglas 

impuestas por el sistema. Los aspectos 
relacionados con la capacitaci6n, con el 
desarrollo de actividades participativas y 
de conciencia comunitaria quedaron rele
gados a un plano secundario en ambos 
sistemas poUticos. 

Para lograr atenci6n a sus deman
das las Juntas de Acci6n Comunal y las 
Asociaciones de Vecinos pueden recurrir 
a las tres instancias del Estado: nivel local 
(Alcaldfa, Cámara Municipal, Juntas Pa
rroquiales), nivel regional (dependencias 
de la gobernaci6n, Asambleas), nivel na
cional (institutos descentralizados; minis
terios, auxilios parlamentarios). En todo 
caso, siempre están presentes los meca
nismos de intermediaci6n partidistas que 
operan en cada nivel institucional. 

La diferencia que existe entre las 
actividades que realizan las Juntas de 
Acci6n Comunal en Colombia y las Aso
ciaciones de Vecinos en Venezuela está 
en estrecha relaci6n a la naturaleza y 
carácter eslgnado a estas organizacio
nes. Las Juntas de accl6n comunal fun
cionan como empresas corporativas que 
contratan con el Estado como receptoras 
de recursos y ejecutoras de obras, esto 
implica un difrcil y complejo proceso para 
la consecuci6n de los recursos, cobro y 
posterior ejecuci6n de la obra contratada 
con el Estado, quien en definitivadetermi
na el tipo de obra y el monto asignado, 
que generalmente es de menor cuantra. 
Las Juntas s610 gestionan no deciden 
sobre las obras que realizan. 

También supone, por un lado, que 
las Juntas deben cumplir con innumera
bles requisitos formales y burocráticos, 
por otro lado, las comunidades requieren 
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la asesoría de los promotores para cum
plir los trámites, lo cual asegura el control 
institucional sobre tales organizaciones. 

El incremento de requisitos ha ser
vido al mismo tiempo, para que interme
diarios políticos -no sin antes el cobro de 
comisiones- aseguren que los recursos 
otorgados lleguen a los destinatarios de
bidos, a cambio de que les den además 
el beneficio de sus votos. 

En Venezuela, las Asociaciones de 
Vecinos en su carácter de organizaciones 
reivindicativas de los intereses sociales y 
comunales, tienen como su actividad fun
damental gestionar ante los organismos 
institucionales, principalmente losmunici
pales se atienda la solución de sus pro
blemas de servicios públicos, vivienda, 
seguridad personal; y de colaboración 
con los organismos encargados en la ad
ministración de estos servicios, también 
pueden proponer ante los órganos públi
cos competentes planes y programas 
para el mejoramiento de la calidad de vida 
en el ámbito territorial de la Asociación y 
del Municipio, señalando prioridades. Las 
Asociaciones no acceden a la toma de 
decisiones, solo vigilan ycolaboran con el 
Estado. Esto supone, que las Asociacio
nes del Vecinos deban realizar una serie 
de difíciles y complicados trámites buro
cráticos para que sus demandas sean 
respondidas por las diferentes instancias 
municipales (Juntas Parroquiales, Cáma
ra Municipal, Alcaldía. Contralorla Muni
cipal) y otras entidades estatales. 

Aquí opera igualmente una red de 
intermediación poUtlco-partidista, a tra
vés de la cual las organizaciones vecina
les reciben parcialmente la atención de 
sus necesidades acambio de su fidelidad 

con las organizaciones polfticas que con
trolan el aparato estatal y que son justa
mente las que viabilizan uobstaculizan en 
muchas oportunidades estas demandas 
a conveniencia de sus intereses grupales 
y sectoriales. 

Es de destacar, la semejanza que 
en Colombia y Venezuela tienen la orga
nización comunal y vecinal en cuanto a 
que el funcionamiento de estaS organiza
ciones ha dependido y se ha reducido al 
interés, preocupación y dedicación de las 
personas elegidas para conformar las 
juntas directiva en cada perlodo. Existe 
coincidencia, en que alrededor de esta 
situación se ha desenwelto prácticamen
te lo referente a la participación de la 
comunidad en ambos países. 

En pocas organizaciones comuna
les y vecinales se realizan asambleas 
generales periódicas. Lo común ha sido 
que laasamblea se reúna solamente para 
elegir directivos, quedando reducida fun
damentalmente las actividades de las or
ganizaciones vecinales ycomunales a las 
reuniones periódicas de cada junta o 
mesa directiva. La mayoría de la base 
comunal no participa efectivamente. 

Igualmente es Indudable la presen
cia partidista en las actividades de las 
juntas directivas. la proyección potrtlca de 
Uderes comunales, la existencia de fede
raciones y confederaciones vecinales afl. 
liadas a los partidos políticos hace evi
dente la mediatización entre la actividad 
de las organizaciones vecinales y las or
ganizaciones poUticas. 

La participación comunitaria en 
ambos sistemas polfticos es concebida 
como una participación-gestión que no 
conducen a una ampliación de la demo



Revista Venezolana de Gerencia, Vol. 1, No. 1, 1996 

cracia; puesto que tanto en Colombia 
como en Venezuela, esta participación la 
reducen a funciones meramente de ges
tión de servicios públicos. Esto es; la par
ticipación-gestión es una participación 
fundamentalmente representativa (me
diatizada por los partidos pollticos), lo 
cual se observa tanto en la relación de las 
organizaciones comunales con los entes 
municipales donde éstas no tienen una 
participación directa y decisional; como 
en el interior de las organizaciones; en 
donde la base comunitaria no participa y 
son las Juntas Directivas las encargadas 
de gestionar la solución de los problemas 
que concieme a las comunidades. 

Es importante destacarque apesar 
de que se propicia una participación-ges
tión en ambos procesos de reforma; igual
mente se deja de lado la preparación y 
formación de la educación participativa; 
aspecto esto esencial para el desarrollo 
de las capacidades de gestión de las or
ganizaciones comunales (este aspecto 
deberá ser abordado en futuras investiga
ciones dado la importancia que estas or
ganizaciones tienen en los procesos de 
democratización y desarrollo local). 

A manera de conclusión 

A pesar de las particulares diferen
cias señaladas en relación con la legisla
ción y procesos de organización comunal 
y vecinal en Colombia y Venezuela, la 
tendencia central coincidente en ambas 
reformas poUticas es: reducir la participa
ción comunitaria en partiCipación-gestión 
la cual no se traduce en una verdadera 
democratización que Implicarra acceder a 

la toma de decisión y a la extensión del 
poder de la sociedad poUtica a la socie
dad civil. 

En este sentido la participación pro
puesta tiene como norte la privatización 
de las poUticas públicas, esto es, el tras
lado de las pollticas y funciones estatales 
hacia las comunidades quienes las asu
men descargando al Estado de sus res
ponsabilidades. El que estas poUticas pú
blicas sean asumidas en su responsabili
dad por las Juntas de Acción Comunal 
(empresas ejecutoras de obras) y por las 
Asociaciones de Vecinos (gestoras de 
prestación de servicios públicos) implica 
involucrar a los individuos y comunidades 
organizadas en su ejecución, al mismo 
tiempo que como usuarias de estos ser
vicios. 

Además esta forma de participa
ción exige formas de organización y de 
representación de intereses según los ob
jetivos institucionales (leyes y reglamen
tos), desconociendo las formas y prácti
cas sociales preexistentes. De tal mane
ra, que esta forma de participación (en 
sus diversos instancias y mecanismos) 
por un lado, refuerzan y ampUan la disper
sión y fragmentación social y por otro 
lado, reacomoda las relaciones de coop
tación e intermediación de la sociedad 
civil por el Estado y el sistema poUtlco. 

Las reformas pollticas planteadas 
de acercamiento del Estado al ciudadano 
común a través de diversos mecanismos 
y modalidades de participación parecen 
adquirir más un énfasis procedimental 
que minimiza los aspectos socio-poUticos 
y económicos. Se privilegia una relación 
pragmática signada por los problemas 
concretos que no trascienden lo inmedia
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to y por ende de poca incidencia en lo 
regional y nacional. 

Se preconiza o recomienda como 
deseable una ciudadanra organizada que 
avance hacia niveles superiores de ges
tión y desarrollo acordes con las exigen
cias del Estado modemo. Para ello la 
reforma del Estado dice estar abocada a 
la creación de la sociedad civil desde 
arriba, desde las iniciativas públicas. No 
obstante; en la práctica se están reprodu
ciendo relaciones que mantienen la con
centración de poder potrtlco en manos de 
ciertos grupos y organizaciones potrticas, 
ahora encubiertos por formas, mecanis
mos y procedimientos que definen la par
ticipación comunitaria sólo a niveles de 
participación-gestión; sin incidencia di
recta y polftica, dejando de lado, justa
mente aspectos esenciales (formación y 
educación ciudadana), que posibilitan el 
desarrollo de su autonomra y de capaci
dad de gestión. 

La Reforma Potrtlca planteada en 
Colombia y Venezuela debe corregirse y 
profundizarse: se deben redefinir estrate
gias que contribuyan a lograr un equilibrio 
del poder entre los diversos actores que 
integran los sistemas polEticos; estas es
trategias, se deben reflejar en· leyes y 
reglamentos eficaces, es decir, que real
mente posibiliten actores, instancias y 
mecanismos que propicien la redemocra
tización que exige la dinámica soclopolr
tlca de ambos sistemas pollticos. 
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